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Resumen 
A través de la historia y con los avances de la sociedad que influyen en la condición 
social, económica, política y cultural de los seres humanos, no resulta ajeno evidenciar 
comportamientos ilícitos, como la comisión de delitos por parte de individuos contra niños, 
niñas y adolescentes (en adelante NNA). Si se tiene en cuenta que Colombia es un Estado 
que protege el interés del menor y que ha suscrito varios tratados internacionales que 
garantizan sus derechos, el Estado debe implementar medidas en su ordenamiento jurídico 
para hacer efectivos estos derechos.  
La cadena perpetua resulta ser una figura jurídica que puede contrariar la libertad 
individual, sin embargo, puede ser una herramienta idónea para la prevención de delitos 
contra los NNA. Por lo que en el presente artículo de investigación se pretende analizar la 
factibilidad jurídica de la implementación de la pena de prisión perpetua en normas cuyo 
sujeto pasivo son los NNA, para lo que es necesario analizar el principio de dignidad 
humana, la figura de la pena de prisión perpetua, para finalmente realizar un ejercicio de 
factibilidad, que tiene por objeto sugerir la modificación del artículo 34 de la Constitución 
Política de Colombia. 
Palabras Clave: Pena de Prisión Perpetua; Medida de Política Criminal; Menores 
de Edad: Populismo Punitivo; Hacinamiento Carcelario; Derechos Humanos; Compromisos 
Internacionales.   
Abstract 
Currently, with the progress of society that influences the social, economic, political and 
cultural condition of human beings, it is not unrelated to demonstrate inappropriate 
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behavior, such as the commission of crimes by individuals against children and adolescents 
( hereinafter NNA). Taking into account that Colombia is a State that protects the interests 
of the minor and that it has signed several international treaties that guarantee their rights, it 
must implement measures in its legal system to make these rights effective. Life 
imprisonment turns out to be a tedious figure in a country that has human dignity and 
fundamental rights such as freedom as its principle, however, it can be an ideal tool for the 
prevention of crimes against children. Therefore, in this research article, it is intended to 
analyze the legal feasibility of implementing the sentence of life imprisonment in 
regulations whose taxpayers are children, and it is necessary to analyze the principle of 
human dignity, the figure of the penalty of life imprisonment, to finally carry out a 
feasibility exercise, which is intended to suggest the modification of article 34 of the 
Political Constitution of Colombia. 
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Introducción 
A nivel mundial, los NNA tienen una condición de indefensión en relación a la 
protección de sus garantías fundamentales y derechos humanos, pues la mayoría de 
conductas delictuales relacionadas más que todo con el bien jurídico de la libertad sexual 
tienen como víctimas a menores de edad, para el año 2018 “los exámenes médico legales 
sexológicos por presunto delito sexual practicados a niños, niñas y adolescentes representó 
el 87,45%” (Grupo Centro de Referencia Nacional sobre Violencia, 2018, p.231) En 
Colombia, a través de instrumentos jurídicos nacionales e internacionales, se pretende la 
protección del interés superior del menor, así como el ejercicio óptimo de sus derechos, sin 
embargo, no limita las posibilidades de individuos de delinquir contra los NNA, por lo que 
las herramientas o mecanismos punitivos contra los sujetos activos de estas conductas 
agregan alguna agravación al tener como sujeto pasivo la calidad de menor, pero resulta ser 
insuficiente en términos de prevención general, toda vez que prevé la inexistencia de un 
instrumento jurídico radical que contribuya a reducir la comisión de delitos contra NNA.  
En este sentido, es necesario analizar, desde un aspecto jurídico el Acto Legislativo 
1 del 22 de julio de 2020 que pretende establecer en el sistema colombiano la pena de 
prisión perpetua para normas punitivas en donde el sujeto pasivo son los niños, niñas y 
adolescentes – como los delitos de homicidio doloso, feminicidio, secuestro y acceso carnal 
violento contra menores de 14 años o contra menores de 18 años con discapacidad física 
y/o mental – porque es un tema que, actualmente, ha tenido un gran impacto jurídico-
político en el contexto interno, que ha dividido la opinión pública y ha generado 
importantes debates académicos respecto de la rigidez y supresión de prohibiciones 
constitucionales y en torno a la relación que tiene dicha proposición de política penal, la 
cual “percibe la criminalidad como una realidad empírica con propiedades ontológicas, por 
ende, habría un objeto de conocimiento con atributos o de naturaleza criminal” (Silva, 
2011, p.45), con la eficacia en la protección de los derechos fundamentales de los menores 
de edad, con la resocialización como uno de los fines principales  de la pena y con las 
circunstancias actuales de los establecimientos de reclusión de Colombia, por lo que resulta 
plantear el siguiente problema de investigación: ¿Cuáles son las consecuencias jurídicas del 
Acto Legislativo No 1 de 2020 en el ordenamiento jurídico colombiano, en relación a la 
implementación de la pena de prisión perpetua para la comisión de delitos en los que el 
sujeto pasivo sean niños, niñas o adolescentes? 
Es un tema que conviene ser investigado, porque enfrenta, por un lado, las garantías 
de los menores de edad, las cuales están protegidas por instrumentos internacionales, pero, 
a su vez, puede llegar a afectar de manera directa  la prevalencia de la libertad,  el principio 
de dignidad humana, el cumplimiento de compromisos internacionales derivados de 
instrumentos como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención 
Americana de Derechos Humanos, que fueron incorporados al derecho interno por medio 
del proceso de ratificación ante el Congreso de la República.   
Lo anteriormente señalado tiene una considerable relevancia social e importantes 
implicaciones prácticas, en torno al Acto Legislativo “Por medio del cual se modifica el 
artículo 34 de la Constitución Política, suprimiendo la prohibición de la pena de prisión 
perpetua y estableciendo la prisión perpetua revisable”, esta reforma a la Constitución 
Política de 1991, pretende que, de manera excepcional, cuando se cometan los delitos de 
homicidio doloso, feminicidio, secuestro y acceso carnal violento contra menores de 14 
años o contra menores de 18 años con discapacidad física y/o mental, se pueda imponer la 
pena de prisión perpetua, con lo cual se reformaría el artículo 34 de la Constitución 
Política.   
Con ello, se podrá revisar, apoyar y desarrollar la aplicabilidad de la teoría 
propuesta especialmente por el jurista italiano Luigi Ferrajoli, en su obra Poderes Salvajes, 
en torno a la demagogia legislativa en el contexto colombiano, teniendo en cuenta para tal 
fin, por un lado, el paradigma de principios, derechos y garantías fundamentales 
establecidos por el constituyente originario en el plexo superior para proteger a los menores 
y la vida humana y, por otro lado, las dificultades resocializadoras del Estado colombiano, 
el fin principal de la pena privativa de la libertad, los problemas en las disponibilidades del 
personal y la infraestructura actual de los centros de reclusión, de lo cual, se desprende el 
nexo entre el valor teórico y la utilidad metodológica de la investigación propuesta.   
En lo que concierne al método de investigación, se recopiló la información a través 
de la investigación de doctrina y jurisprudencia en el tema, así como en proyectos 
legislativos que han sido estudiados por el Congreso de la República para dar solución a 
este problema jurídico; las ventajas de la misma se relacionan con la posibilidad de 
incorporar dentro del ordenamiento jurídico a través de una reforma a la Constitución 
Política de Colombia, la cadena perpetua para quienes cometan delitos sexuales contra 
niños, niñas y adolescentes, pues tal y como se presentó, actualmente se está debatiendo la 
incorporación de esto a través de acto legislativo. Por último, la investigación se clasifica 
como dogmática, toda vez que parte de un problema jurídico y se resuelve a partir de la ley, 
la jurisprudencia y la doctrina (Agudelo, 2018).  
1. El derecho a la vida y el respeto de la dignidad humana en el sistema 
colombiano 
Para analizar el concepto, el fundamento y el núcleo del derecho a la vida, así como 
la relación que tiene con el principio de la dignidad humana en el sistema colombiano, es 
indispensable partir del análisis del concepto de los principios y derechos. Los primeros han 
sido considerados desde la perspectiva doctrinal como “normas implícitas de un sistema 
jurídico que resultan de la interpretación del derecho” (Guastini, 1999, p. 15); también han 
sido considerados como “estándares que han de ser observados por ser una exigencia de 
justicia, equidad o alguna otra dimensión de la moralidad” (Dworkin, 1977, p. 72)  o como 
mandatos que constituyen la dimensión ética y moral de los ordenamientos jurídicos, lo 
cual, desde la perspectiva de Alexy, implica considerarlos como mandatos de optimización 
que: 
Ordenan que algo sea realizado en la mayor medida posible, de acuerdo con las 
posibilidades jurídicas y fácticas. Esto significa que pueden ser satisfechos en 
grados diferentes y que la medida ordenada de su satisfacción depende no sólo de 
las posibilidades fácticas sino jurídicas (1993, p. 86).  
De ello es dable inferir que los principios son mandatos supraestatales de contenido 
moral, que no se encuentran necesariamente recogidos o estipulados en el derecho objetivo 
o positivo de un ordenamiento jurídico determinado, son mandatos de obligatorio 
cumplimiento “considerados como normas jurídicas” (Prieto, 2015, p. 40), que sirven como 
parámetro de interpretación – especialmente en los casos difíciles  – a los jueces en el 
ejercicio de su función jurisdiccional dinámica y garantista de la prevalencia del orden 
jurídico. Agudelo (2017) precisa en ese sentido que “el derecho debe ser planteado como 
una práctica interpretativa, cuya finalidad, no es más que la de construir el verdadero 
sentido de las reglas y principios vigentes” (p. 32), por ello la interpretación derivada de los 
principios es un proceso enmarcado por un discurso racional, que tiene como premisa la 
coherencia y congruencia de las normas jurídicas que componen el sistema.  
Junto a los principios, se encuentran los derechos los cuales han sido definidos 
como “intereses jurídicamente protegidos determinados objetivamente por la norma 
positiva (…) son al mismo tiempo voluntad, interés y facultad” (Kelsen, 1958, p. 85). 
Agudelo & Riaño explican al respecto que los derechos son bienes jurídicos amparados que 
“puede ser fundamentados por vía de derechos subjetivos, no fijados por necesidad a la 
categoría de ciudadanía, sino a la de persona capaz e incapaz de obrar” (2017, p. 64).  
Es decir, los derechos son facultades inherentes al ser humano, derivadas de la 
expresión de la voluntad soberana del constituyente originario o del legislador  que crea la 
norma que contiene el derecho, considerados también como “el conjunto de condiciones 
que permiten a la libertad de cada uno acomodarse a la libertad de todos” (Galán, 2016, p. 
105).  
Dentro del grupo de derechos e intereses jurídicamente protegidos que integran o 
componen los sistemas, se encuentra el derecho a la libertad y a la vida en condiciones de 
dignidad. En el ámbito jurídico, la vida se relaciona con el concepto de ser sintiente y con 
la categorización de la persona en el modelo normativo; también ha sido considerada como 
“una construcción jurídica, un concepto abstracto que sirve para indicar que a determinados 
seres se les atribuye la capacidad para ser titulares o sujetos de derechos subjetivos” (Zea, 
1957, p. 286).  
En este punto es necesario señalar que la vida ha sido establecida en la normativa 
internacional como un derecho humano – así lo consagran, por ejemplo, el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana de Derechos 
Humanos – y en el sistema interno colombiano, como un derecho fundamental – entendidos 
como “derechos individuales que adquieren una dimensión positiva en las constituciones 
nacionales de los Estados democráticos constitucionales” (Velasco & Llano, 2017, p. 38) – 
que se encuentra ligado de forma inexorable a principios como dignidad humana, igualdad 
y libertad.  
En cuanto a la dignidad humana, resulta conveniente señalar que es un principio 
fundante del Estado Social y Democrático de Derecho, que implica considerar al ser 
humano como  “aquello que está por encima de todo precio, y por lo tanto no tiene ningún 
equivalente” (Roig, 1999,  p. 29). Kant (2007) afirma al respecto que:  
El hombre y en general todo ser racional, existe como un fin en sí mismo, no solo 
como medio para usos cualesquiera de esta o aquella voluntad, debe en todas sus 
acciones, no solo a las dirigidas por sí mismo, sino a las dirigidas a los demás seres 
racionales, ser considerado siempre como al mismo tiempo como fin (p. 41).  
Por su parte, la igualdad es un principio y un derecho de rango constitucional que en 
el ordenamiento jurídico colombiano fue establecido por el constituyente originario 
inicialmente en el preámbulo de la Constitución Política de 1991 y luego en el artículo 13 
superior; también es definida como un mandato “proporcional universalmente considerado 
se corresponde específicamente con la justicia distributiva y correctiva” (Muinelo, 2011, p. 
44). 
De ello se infiere que la igualdad implica que las diferencias que se originen en el 
trato de los individuos no se sustenten en criterios de raza, sexo, nacionalidad u origen 
social.  Por tanto, es un principio que implica excluir de la conducta humana todo trato 
discriminatorio y desigual que no se pueda justificar constitucionalmente. En ese sentido, 
León (2013) explica que el argumento de la igualdad consiste en que “cuando los jueces 
aplican las leyes emanadas del legislativo todos los casos del mismo tipo recibirán la misma 
solución en consecuencia la exigencia del ideal político de igualdad justifica también la 
separación de poderes” (2013, p. 90). 
1.1.  La vida: ¿Derecho o deber de las personas? 
En el ordenamiento jurídico colombiano, la vida es considerada como un derecho 
fundamental, tal y como lo establece el artículo 11 constitucional: “El derecho a la vida es 
inviolable. No habrá pena de muerte” (Constitución Política, 1991). Sin embargo, se ha 
realizado una crítica a esta disposición porque la norma no indica quién es titular del 
derecho, “qué significa la cláusula de inviolabilidad, qué pretensiones alberga este derecho, 
qué tipo de obligaciones impone y a cargo de qué sujetos” (Gallego, 2005, p.189).  
Desde otra perspectiva, la vida se encuentra protegida por tratados internacionales: 
Colombia, al pertenecer al Sistema Interamericano de Derechos Humanos, tiene la 
obligación de cumplir con las disposiciones de la Convención Interamericana de Derechos 
Humanos y  tanto la Comisión como la Corte Interamericana de Derechos Humanos tienen 
la competencia de juzgar al Estado ante un eventual incumplimiento de las obligaciones 
internacionales (Cubides, Sánchez y Martínez, 2016); otros instrumentos internacionales 
donde está consagrado el derecho a la vida son la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, en su artículo 3º, y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en el 
artículo 6º.  
En un primer momento, la vida se cataloga como un derecho universal que 
pertenece a un individuo por el solo hecho de ser humano y que cuenta con herramientas 
judiciales para propender por su protección: en el ordenamiento jurídico colombiano se 
realiza a través de la acción de tutela y a nivel internacional, cuando se agoten los 
mecanismos internos de protección, acudiendo a órganos jurisdiccionales como la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. Por otro lado, la vida puede entenderse como un 
deber que debe garantizar el Estado procurando la preservación de la vida y de los 
ciudadanos que se encuentren en su jurisdicción, por ello establece mecanismos como 
conductas penales, verbigracia, el homicidio, con el fin de prohibir que se disponga de la 
vida del prójimo.  
Sin embargo, el derecho a la vida no significa solo nacer, se trata de proteger la vida 
del ser humano pero en condiciones dignas, teniendo en cuenta la “protección real y 
efectiva de los derechos fundamentales frente a la nueva concepción socio-jurídica del 
Estado Social de Derecho, plasmada en la Constitución Política de 1991” (Santos, 2013, 
p.160).  
1.2. La dignidad humana: Consideraciones en torno a su 
categorización en el sistema como principio 
Después la Segunda Guerra Mundial, y con el nacimiento de varias instituciones e 
instrumentos internacionales en pro de restablecer y prevenir la ocurrencia de nuevos 
eventos bélicos que afectaran a la población mundial, el concepto de dignidad humana tuvo 
un gran protagonismo en la mayoría de ordenamientos jurídicos, principalmente con la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, que “fue el hito de la internacionalización de 
los derechos humanos y el camino hacia la civilización de la dignidad humana” (Marín, 
2014, p.23).  
           A partir de 1991, Colombia se catalogó como un Estado Social de Derecho, 
procurando tener un mayor énfasis en el individuo como persona humana, por lo que optó 
por incluir en la Carta Política principios fundamentales como el de la dignidad humana: 
Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República 
unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 
democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad 
humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la 
prevalencia del interés general (Constitución Política, 1991).  
Los anteriores principios denotan que Colombia es un Estado en el que se le otorga 
una prevalencia a la dignidad humana como un principio fundante de Colombia, sin 
embargo, la jurisprudencia colombiana ha hecho énfasis en que la dignidad humana puede 
comprender un objeto de protección y puede entenderse desde su funcionalidad. En lo que 
concierne al objeto de protección, se establecieron tres lineamientos:  
(i) La dignidad humana entendida como autonomía o como posibilidad 
de diseñar un plan vital y de determinarse según sus características (vivir como 
quiera) 
(ii) La dignidad humana entendida como ciertas condiciones materiales 
concretas de existencia (vivir bien) 
(iii) La dignidad humana entendida como intangibilidad de los 
bienes no patrimoniales, integridad física e integridad moral (vivir sin 
humillaciones) (Corte Constitucional, Sentencia T-881 de 2002).  
Siguiendo con lo anterior, la Corte Constitucional, en varias de sus jurisprudencias, 
ha indicado que la dignidad humana tiene también tres dimensiones, como principio, como 
derecho fundamental y como un valor constitucional.  
Como principio, porque le es dado a todas las personas, y al Estado, a través de 
funcionarios públicos, “tratar a toda persona sin distinción alguna, y de conformidad con su 
valor intrínseco” (Corte Constitucional, Sentencia T-499 de 1992), por lo que deben 
adoptar medidas que no solo garanticen que los individuos tendrán una vida digna, sino que 
evite que las decisiones estatales afecten o impongan cargas a los administrados. En otras 
palabras, la sentencia T-958 de 2001 indica que  
El principio de dignidad humana, base última del sistema jurídico, exige del Estado 
y de los particulares un compromiso permanente por respetar los valores de 
igualdad, libertad y solidaridad, el respeto por la dignidad humana, supone un 
reparto igualitario de las condiciones de ejercicio de la libertad (Corte 
Constitucional, Sentencia T-958 de 2001).  
En el mismo sentido, la dignidad humana puede considerarse como derecho porque 
cumple con todos los elementos de un derecho fundamental, pues cuenta con un titular, 
que, en este caso, son las personas naturales; un objeto de protección, como las condiciones 
de vida y la integridad física; y también con un mecanismo judicial para su protección, 
como lo es la acción de tutela (Corte Constitucional, Sentencia T-881 de 2002), el cual ha 
sido reconocido en varias de ellas como en la T-124 de 1993, T-036 de 1995 y la T-477 de 
1995. 
Finalmente, se reconoce como valor, porque tiene una funcionalidad axiológica y no 
es susceptible de ser limitado bajo ninguna circunstancia, “por lo que la dignidad humana 
constituye  a partir del Estado social de derecho, el pilar ético fundamental del 
ordenamiento” (Corte Constitucional, Sentencia T-1430 de 2000).  
 1.3. La protección de la vida como un bien jurídicamente tutelable 
Ahora bien, en el ordenamiento jurídico, la vida también funge un papel especial en 
lo que tiene que ver con el Derecho Penal, siendo aquel el encargado de sancionar las 
conductas punibles que atenten contra bienes jurídicos, esta definición de bien jurídico hace 
referencia a “un interés vital para el desarrollo de los individuos de una sociedad 
determinada, que adquiere reconocimiento jurídico” (Von Lizt, 1964, p.6), pues en caso de 
que una persona atenta contra otra a través de un homicidio, por ejemplo, no es posible 
interpretar al bien jurídico como el derecho subjetivo vida, pues no se trata de exigir un 
comportamiento, sino un interés vital para el desarrollo de los individuos (Kierszenbaum, 
2009).  
Al hacer referencia a la estructura del delito se distinguen los elementos como la 
acción, la tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad. Por su parte, la antijuridicidad tiene 
dos dimensiones, por un lado, una antijuridicidad formal y por otro, una antijuridicidad 
material: la primera de ellas se conceptúa como un transgresión de una norma establecida 
por el Estado, “indica la relación de contradicción de un hecho con el Derecho, sin que se 
dé respuesta del porqué es contrario al Derecho Penal” (Demetrio, 2016, p.34), a reglón 
siguiente, Von Liszt (1964) la cataloga como una transgresión de una norma establecida por 
el Estado, ya sea un mandato o una prohibición, por lo que las causales de exoneración de 
responsabilidad penal pueden enmarcarse como un elemento que llega a descartar la 
antijuridicidad formal en la tipificación de un delito. 
Por su parte, la antijuridicidad material se define de manera general, cuando se 
lesiona o pone en peligro el bien jurídico tutelado (Von Lizt, 1964). 
Ferrajoli (s.f.) indica que el bien jurídico puede ser en dos sentidos, de carácter ético 
político o de carácter sociológico o factual: el primero hace referencia a leyes, constitución 
y realidad social y el segundo, a un valor axiológico. No obstante, esta noción ha sido 
criticada en largos debates de doctrinantes del Derecho Penal, incluso hasta el punto de 
indicar que es un concepto indeterminado, pero la mayoría de ellos coinciden en que es un 
juicio de valor que el Estado debe proteger a los individuos (Bernal, 2013).  
Los bienes jurídicos que el Código Penal colombiano protege son: la vida, la 
integridad personal, libertad individual, autonomía personal, intimidad, integridad moral, la 
familia, patrimonio económico, derechos de autor, entre otros. En ese sentido, las conductas 
que tienden a lesionar el derecho a la vida, están contempladas en el Código Penal a partir 
del artículo 101, verbigracia, el genocidio, el homicidio, homicidio en persona protegida, 
feminicidio, el aborto, etc. 
 
2. La pena de prisión perpetua 
2.1.  Antecedentes históricos  
A través de la historia del Derecho, desde instrumentos normativos como la Ley de 
Hammurabi, la Ley de las XII tablas, entre otros, se ha evidenciado que siempre se ha 
procurado por establecer un castigo a quien no cumple las normas del Estado o a quien 
altera el orden social, concepto que ha sido desarrollado por filósofos como Thomas 
Hobbes, que, en su obra “El Leviatán”, determinó la importancia de suscribir un contrato 
entre ciudadano y Estado, con el objeto de autorizar al soberano, a realizar todo lo que esté 
a su alcance para garantizar la seguridad y la paz de los ciudadanos. Para Hobbes, el uso de 
la fuerza en un Estado estaba permitido a fin de cumplir con los objetivos de la sociedad, 
por lo cual permite ciertas actuaciones, como, por ejemplo, la censura de medios de 
comunicación si los mismos controvierten o procuran desestablecer el orden público de la 
sociedad.  
Es importante reconocer que, a diferencia de la mayoría de las figuras jurídicas que 
actualmente tiene el derecho continental, la prisión perpetua no encuentra su origen en el 
derecho romano, pues en esta época era prohibido para ellos porque resultaba equivalente a 
la esclavitud, lo cual desvirtuaba el hecho de que el hombre fuese libre; sin embargo, 
Ferrajoli afirma que en efecto, desde el derecho romano existieron condenas a galeras, 
deportación o trabajos forzosos, teniendo como característica la duración perpetua (1999).  
No obstante, sí fue reconocida por el derecho canónico, en donde se imponía la pena de 
cadena perpetua a “clérigos autores de ciertos delitos a quienes se recluían perpetuamente 
en los monasterios, después se aplicó a los autores del delito de herejía” (Montero et. al, 
2017, p.63). 
En este sentido, la prisión surge como un instrumento que le permite al soberano 
disciplinar a quienes están infringiendo normas que garanticen la paz y la seguridad, y su 
fin “es preservar los valores compartidos y las convenciones normativas en que se basa la 
vida social” (Huertas, 2009, p.107). En términos generales, la pena de prisión encuentra su 
origen de manera concomitante al capitalismo, alrededor del siglo XVI en Europa; 
precisamente se adiestraban a vagabundos con el objetivo de que adquirieran habilidades 
para trabajar para las familias de la clase burguesa, como consecuencia del daño producido 
por el delito cometido, es decir, se retribuían los perjuicios causados, con el trabajo humano 
medido por el tiempo (Olmo, 2000). Así las cosas, la prisión perpetua revisable tiene 
antecedentes en el derecho penal europeo, pues alrededor del siglo XVI las primeras 
prisiones estaban destinadas para vagabundos, jóvenes delincuentes y prostitutas (Barros, 
1995). Cabe aclarar que las penas perpetuas no solo tuvieron como ejemplo la prisión, en la 
antigüedad se aplicaban amputaciones o marcaciones que acompañaban al individuo 
durante toda su vida, es decir, las llamadas penas aflictivas (Carrara, 1944).  
Para algunos doctrinantes, la prisión perpetua está ligada y tiene origen al mismo 
tiempo que las penas capitales, por ejemplo, Zaffaroni (2003) señalaba que, respecto al 
derecho canónico, la prisión perpetua era el resultado de la imposibilidad de jueces 
eclesiásticos de proferir sentencias que comprendieran penas capitales; no obstante, en la 
actualidad la religión está un poco desligada del ordenamiento jurídico y herramientas 
como la racionalidad han implementado principios de legalidad e igualdad en el Derecho 
Penal (Pascual, 2014), por lo que puede hablarse de un trato digno de las personas y, por 
ende, de los mecanismos que utilizan para coaccionarlas como las penas.  
2.2. La pena de prisión perpetua en Colombia 
En términos generales, la pena de prisión perpetua tuvo incidencia jurídica en 
Colombia en el año 1886, en razón a que estaba taxativamente enunciada en la Constitución 
Nacional, es así como en el artículo 121 “se establecía que en  el Estado de Sitio el 
legislativo podía establecer un decreto legislativo donde pudiera implementar la pena 
privativa de la libertad perpetua” (p.12). Incluso en las funciones que la Constitución 
preveía para el Presidente de la República se disponía que:  
6. Conmutar, previo dictamen del Consejo de Estado, la pena de muerte, por la 
inmediatamente inferior en la escala penal, y conceder indultos por delitos políticos 
y rebajas de penas por los comunes, con arreglo a la ley que regule el ejercicio de 
esta facultad. En ningún caso, los indultos ni las rebajas de pena podrán comprender 
la responsabilidad que tengan los favorecidos respecto de las particularidades, según 
las leyes. 
No podrá ejercer esta última atribución respecto de los Ministros del Despacho, sino 
mediante petición de una de las Cámaras legislativas (Constitución Nacional, Art. 
119).  
La Ley 19 de 1890 (Código Penal), admitió la pena de muerte y la cadena perpetua 
en Colombia, así como la imprescriptibilidad en las penas de naturaleza perpetua, sin 
embargo, a través de una reforma a la Constitución de 1886 a través del Acto Legislativo 
No. 3 de 1910, se eliminaron este tipo de penas del ordenamiento jurídico colombiano. 
A renglón siguiente, se expidió el Código Penal de 1936 a través de la Ley 95, que 
no contemplaba en ninguna de sus disposiciones la prisión perpetua, así como tampoco el 
Código Penal de 1980 (Decreto Ley 100).  
Posteriormente, la cadena perpetua fue recogida en el Decreto 2490 de 1988 
producto de un Estado de Sitio en todo el territorio nacional originado por la afectación del 
orden público por la acción de grupos armados tendiente a la desestabilización de la 
normalidad institucional y de la paz y el orden social. En este sentido, en él se propuso la 
pena de prisión perpetua para el delito de homicidio realizado por personas que 
pertenecieran  a un grupo armado no autorizado legalmente, quienes serían los sujetos 
activos de la conducta. 
Acto seguido, mediante una demanda de constitucionalidad, que para esa época era 
de competencia de la Corte Suprema de Justicia, se analizó la exequibilidad de todo el 
Decreto Legislativo enunciado con antelación y el resultado fue declarar inconstitucional la 
pena de prisión perpetua, porque vulneraba disposiciones constitucionales como el artículo 
14, 15 y 16, pues el sentido de estas normas estaban destinadas al deber del Estado de 
resocializar, rehabilitar y proteger la vida, la libertad e integridad de las personas, y esta 
disposición generaba una vulneración a las normas dispuestas por la comunidad 
internacional (Corte Suprema de Justicia, 1989, Exp. 1892).  
Al retomar  el concepto de Estado Social de Derecho, basado en  el principio de 
dignidad humana de todos aquellos que habitan en su territorio, el Estado colombiano a 
través de  la Constitución Política de 1991, se ocupó por enunciar de manera taxativa un 
catalogo de derechos fundamentales que encuentran fundamento en las Convenciones 
Internacionales de Derechos Humanos, entre ellos, la vida, la libertad, la igualdad, el 
debido proceso, entre otros. 
Aunado a esto, y con fundamento en el principio de la dignidad humana, el artículo 
34 de la Constitución Política de 1991 estipuló que “se prohíben las penas de destierro, 
prisión perpetua y confiscación” (Constitución Política de 1991, Art. 34), lo cual quiere 
decir que en el nuevo modelo de Estado no está permitida la prisión perpetua por mandato 
constitucional. No obstante, la realidad social de Colombia no dista de la múltiple comisión 
de delitos, es por ello que en varias ocasiones se ha intentado presentar iniciativas 
legislativas que pretendan la implementación de la cadena perpetua en delitos que atenten 
contra los niños, niñas y adolescentes, tales como abuso sexual, acceso carnal violento, 
homicidio doloso, explotación sexual, lesiones personales agravadas y secuestro. Por 
ejemplo, la Ley 1327 del 5 de julio de 2009, que tuvo como objeto agregar la pena perpetua 
en Colombia por la comisión de los delitos anteriormente enunciados, no obstante, fue 
declarada inconstitucional por vicios durante el trámite del proyecto de ley ante el 
Congreso de la República, tales como la falta del certificado expedido por la Registraduría 
del Estado Civil  que constatará los requisitos de constitucionales y legales del proyecto, y 
algunas modificaciones sustanciales realizadas a la iniciativa ciudadana (Velandia-Montes, 
2015).    
A modo de información, en 2011 a través de la Comisión Asesora de Política 
Criminal que fue creada a través de la Resolución No. 286 del 15 de febrero, se analizó por 
parte de este órgano consultivo la implementación de la prisión perpetua en el 
ordenamiento jurídico colombiano con el objeto de formular una política criminal del país 
con funciones de: 
 i) evaluar y estudiar la normatividad existente en materia de política criminal; ii) 
analizar las iniciativas académicas que se formulen sobre la materia; iii) elaborar 
documentos para el diseño de la Política Criminal colombiana; y iv) realizar 
consultas con las entidades estatales, universidades, asociaciones de abogados y 
abogadas, y las personas u organismos que la Comisión considerara pertinentes, 
sobre las reformas que sugieran deben introducirse (Resolución No. 285, Art. 1). 
No obstante, esta Comisión no tenía la potestad para modificar la Constitución ni 
crear leyes al carecer de potestad legislativa, pero si podría considerarse como un criterio 
auxiliar para que mediante Acto Legislativo, Referendo o Asamblea Constituyente, fuere 
posible modificarla. Sin embargo, a pesar de que dicha Comisión analizó los presupuestos y 
argumentos expuestos para la implantación de la cadena perpetua en Colombia, la misma 
no fue admitida en razón a que no existe ningún argumento serio de política criminal acerca 
de la conveniencia de la medida, en razón a que:  
no hay ningún desarrollo del tema sobre la verdadera eficacia que tendría la medida 
en cuestión o las posibles inconsistencias normativas derivadas de prever la cadena 
perpetua automática para ciertos delitos, sin siquiera un mínimo sustento empírico 
de la necesidad o conveniencia de la reforma, o una mínima evaluación de sus 
posibles efectos indeseados (Comisión Asesora de Política Criminal, 2012, p.25).  
Si bien en Colombia se han evidenciado crímenes atroces relacionados con acceso 
carnal violento y homicidio, hay algunos que han generado una cobertura mediática en 
relación a menores de edad, como es el caso de “la menor Yuliana Samboní, de 7 años de 
edad, fue víctima de los delitos de feminicidio agravado, acceso carnal violento agravado y 
secuestro simple agravado” (Velandia y Gómez, 2018, p.242), por lo que renació la 
posibilidad de que a través de un proyecto de acto legislativo se pudiera reformar el artículo 
34 de la Constitución Política de 1991, sin embargo, el mismo no tuvo acogida y no fue 
posible materializarlo.  
Actualmente, existe otro proyecto de acto legislativo 001 de 2019 “Por medio del 
cual se modifica el artículo 34 de la Constitución Política, suprimiendo la prohibición de la 
pena de prisión perpetua y estableciendo la prisión perpetua revisable – en memoria de 
Gilma Jiménez”, que tiene el mismo objeto que los actos legislativos mencionados con 
antelación, sin embargo, se le dará un desarrollo más amplio en el próximo capítulo.  
2.3. La Prisión Perpetua en el Derecho Comparado  
En términos generales, la prisión perpetua es definida como “una pena privativa de 
libertad de carácter indefinido, que normalmente se impone como condena ante un delito 
grave, y que puede implicar la privación de la libertad de por vida” (Camargo, 2001, p.27). 
Sin embargo, se ha discutido en múltiples ocasiones la efectividad de esta pena, en lo que 
tiene que ver principalmente con la prevención general y la prevención especial, la primera 
de ellas, con el objeto de advertirle a la sociedad, las consecuencias que conlleva el cometer 
un delito, por lo que existe la posibilidad de incentivar a que los individuos eviten realizar 
delitos al evidenciar una pena tan alta, y por otro lado, el tema de la prevención especial, 
que tiene que ver con la resocialización del reo.  
También es denominada como prisión permanente revisable “una medida orientada 
al endurecimiento de las penas que responde a una política criminal continuista por parte 
casi todos los gobiernos de las últimas décadas” (Serrano & Serrano, 2017, p.28).  
En lo que tiene que ver con derecho comparado, precisamente en América, países 
como Brasil, Bolivia y Perú han prohibido de manera expresa la cadena perpetua, por vía 
legal y por vía jurisprudencial; no obstante, Chile sí la tiene incorporada en su sistema 
jurídico a través del artículo 32 de su Código Penal, pero con la fijación de un plazo en el 
que el condenado puede acceder a la libertad condicional, para delitos como hurto con 
resultado de homicidio, violación de menores con resultado de muerte, secuestro con 
agravantes y delitos de traición a la patria (Juliano y Ávila, 2012); y Estados Unidos la 
tiene implantada en la mayoría de sus estados, además cuenta con una particularidad, y es 
que puede condenar a personas menores de edad a castigos perpetuos sin libertad 
condicional, como sucede en Washington.  
Europa ha incorporado la pena de prisión permanente revisable en Alemania, 
Irlanda del Norte, Inglaterra y Gales, países como España, Portugal y el Vaticano no tienen 
cadena perpetua, por mandato expreso de la constitución. En lo que concierne a Asia, en 
Singapur la cadena perpetua es una alternativa de la condena a muerte, en Japón sucede 
algo similar, pero se agrega la prisión perpetua revisable, y es una alternativa a la pena de 
muerte para delitos como homicidio o rebelión (Montero et al, 2017). Por último, en China 
para delitos de homicidio, terrorismo, delitos políticos, se admite la prisión perpetua como 
pena principal y admite la libertad condicional luego de que el condenado haya 
permanecido 10 años en prisión.  
3.  Examen de factibilidad: La pena de prisión perpetua en Colombia para delitos en 
donde el sujeto pasivo son los niños, niñas y adolescentes  
     A continuación, es pertinente abordar los argumentos a favor y en contra de 
implementar  la prisión perpetua para quienes cometan delitos contra niños, niñas y 
adolescentes, que han sido esbozados por la doctrina y la jurisprudencia, para 
posteriormente presentar las consideraciones realizadas en el Proyecto de Acto Legislativo 
que pretende incorporar la cadena perpetua para quienes cometan delitos sexuales contra 
NNA en Colombia.  
 3.1. Cadena perpetua, populismo punitivo y demagogia legislativa. 
      Las criticas en contra de la cadena perpetua para sujetos activos que cometan delitos de 
acceso carnal violento en contra de los NNA, se fundamenta en la contrariedad que existe 
con la finalidad de la pena, la cual en palabras de la Corte Constitucional  
es preventiva y se cumple básicamente en el momento del establecimiento 
legislativo de la sanción, la cual se presenta como la amenaza de un mal ante 
la violación de las prohibiciones; un fin retributivo, que se manifiesta en el 
momento de la imposición judicial de la pena y un fin que orienta la 
ejecución de la misma, de conformidad con los principios humanistas y las 
normas de derecho internacional adoptadas (Corte Constitucional, Sentencia 
C-806 de 2002). 
     Algunos doctrinantes han expresado que la cadena perpetua para quienes cometan 
delitos contra menores de edad, resulta ser una expresión del populismo punitivo, que se 
refiere principalmente a:  
1) Utilizar un Derecho Penal expresivo autoritario y expansionista 
2) Que los sectores políticos dominantes utilicen el Derecho Penal para efectos 
electorales sin importar las consecuencias de efectividad, o de daño social de la 
norma 
3) Que exista una particular sensibilidad social producida por la emergencia 
delictiva emergente 
4) Que la sociedad presente una escisión interna que permita diferenciar claramente 
a la mayoría frente a los grupos margínales (Cáceres, 2018, p.28).  
       En términos generales, se contempla como un mecanismo que utilizan algunos 
políticos para generar a la sociedad el pensamiento de que solo con una pena lo 
suficientemente proporcional al delito cometido, se es posible solucionar el conflicto y 
generar paz a la colectividad, y por solo promover este tipo de mecanismos materializados 
a través de una ley, pueden alcanzar aspiraciones políticas importantes.    
      Velandia y Jaramillo (2018) en el análisis realizado a través de su investigación que 
tenía por objeto examinar el carácter de incorregibilidad de personas que cometen delitos 
sexuales violentos en contra de menores de edad, con la justificación de establecer las 
penas más drásticas; determinaron que:  
1. El carácter de incorregibilidad no debe ser tenido en cuenta en la definición de la 
política penal. 
2. No existe un sustento razonable para el establecimiento en el ordenamiento 
jurídico penal colombiano de la cadena perpetua y las propuestas en tal sentido 
obedecen a un deseo de mostrar una respuesta estatal frente a cierta forma de 
criminalidad sobre la que existe un mayor rechazo social en comparación con 
otras. 
3. Si lo que se quiere es disminuir su comisión, es necesaria la realización de 
investigaciones criminológicas que permitan comprender cómo se cometen las 
conductas de violencia sexual en contra de menores de edad en el ámbito 
colombiano, lo que permitirá planear propuestas que sí sean idóneas en tal 
propósito (p.260). 
      En referencia al derecho comparado, en Perú, por ejemplo, se ha establecido la cadena 
perpetua para los delitos de violación sexual con menores de 14 años de edad, sin embargo, 
“los altos índices de los delitos de violación sexual de menores de edad en los últimos años 
en el Perú, ocupando el segundo lugar de los delitos más comunes, hacen que esta 
institución sea ineficaz” (Mendoza, 2019, p. 158).  
     En Colombia se tiene que para el año 2018, la violencia sexual contra niños, niñas y 
adolescentes representó el 87,5% (22.794) del total de la violencia 
Al comparar con las cifras reportadas en Forensis 2017 se observa que durante el 
año 2018 se presentó un incremento para ambos sexos de la violencia sexual del 
10% equivalente a (2.131 casos) para los grupos etarios entre los 0 a 17 años y un 
incrementos del (15,6%; 683 casos) en el número de valoraciones médicos legales 
por presunto delito sexual en las niñas entre los 5-9 años y del (7,1%; 630 casos) en 
el grupo etario de los (10 a 13) años (Grupo Centro de Referencia Nacional sobre 
Violencia, 2019, p.262). 
      Así las cosas, las cifras anteriores demuestran una creciente ineficacia de las penas altas 
como parte de la política criminal de un estado, hasta el punto de referirse que es una 
medida infructuosa (Rincón, 2018, p.29). 
      Lo anterior, tiene como resultado analizar si la cadena perpetua sería eficaz para 
Colombia, piénsese por ejemplo, si se establece la pena perpetua revisable a un individuo 
que comete un acceso carnal violento contra un menor de 14 años, el sujeto activo de la 
conducta no solo accederá carnalmente al menor, sino que también podrá pensar en la 
posibilidad de asesinarlo para efectos de no “dejar testigos” que puedan arremeter contra él, 
pues la pena que recibiría sería la misma que la establecida para cometer solo el primer 
delito; así que ¿realmente la pena perpetua revisable sería eficaz y disminuiría la 











La vida y la dignidad humana resultan ser derechos fundamentales y humanos  en el 
ordenamiento jurídico colombiano, toda vez que están protegidos a través de varios 
instrumentos internacionales ratificados por Colombia, dada su importancia, el derecho 
penal encargado de sancionar conductas que pueden vulnerar estos bienes jurídicos, sin 
embargo, la protección de la que gozan los niños, niñas y adolescentes en el país, hace que 
se tomen ciertas medidas con el objeto de evitar que se vulneren sus derechos y que puedan 
protegerse de la mejor manera.  
La prisión perpetua está prohibida en Colombia, incluso la pena máxima intramural 
corresponde a 60 años, no obstante, recientemente los delitos contra niños, niñas y 
adolescentes han sido reiterativos, a pesar de que gocen de una protección especial por 
parte del Estado. El Congreso de la República de Colombia ha propendido por suplir esta 
protección a través de una reforma a la Constitución Política que implica un Acto 
Legislativo implementando la pena de prisión perpetua para la comisión de delitos en los 
que el sujeto pasivo sean niños, niñas y adolescentes,  tema que había sido analizado en 
varias ocasiones pero que hasta el 2020 pudo tener un mayor impulso.  
Sin embargo, al analizar la prisión perpetua para quienes cometan delitos contra 
menores de edad, la misma no resulta tan eficiente, muchas personas podrían indicar que es 
la mejor herramienta para la prevención general, es decir, para que los ciudadanos no 
cometan este delito porque conlleva una prisión perpetua, pero la otra cara de la moneda 
podría ser que quienes cometen este delito, no solo pueden cometer acceso carnal violento 
contra algún niño, niña y adolescente, sino que también puede cometer otro delito como el 
homicidio, con el fin de no dejar testigos y que no puedan acusarlo posteriormente por un 
acceso carnal violento que conlleva la prisión perpetua.  
Así las cosas, se deja abierto el debate de la eficacia de este Acto Legislativo , pues 
el principal objetivo es la protección de los menores de edad, lo cual también  podría darse 
a través de otras medidas que puede tomar el Gobierno Nacional con el objeto de evitar el 
contacto que pueden tener los niños, niñas y adolescentes con sus posibles abusadores.  
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